
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 177 DE LA LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO 

MALCO RAMÍREZ MARTÍNEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI  

Con fundamento en los artículos 70 y 71, fracción II, de la Constitución Política; y 55, fracción II, 56, 62 y 63 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a 

consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 177 de la 

Ley General de Salud, con objeto de crear el banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas funcionales, que facilite 

la disponibilidad y adaptación a las personas con discapacidad, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En septiembre de 2004, mi compañero Omar Bazán Flores, integrante de la LIX Legislatura por nuestro grupo 

parlamentario, presentó ante el pleno de esta Cámara una iniciativa de reforma que tenía como propósito crear el 

banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas funcionales; fue turnada a la Comisión de Salud y a la fecha no se ha 

dictaminado. 

Como médico, puedo decir que las discapacidades son un problema de salud pública que afecta no sólo a la 

persona que la padece sino a los familiares directos y amigos, además de la economía de la familia, ya que quien 

sufre la discapacidad no siempre puede ser una persona económicamente activa y porque las prótesis y tratamientos 

son muy costosos. 

Por ese motivo retomo la iniciativa presentada en ese entonces y, ya adecuada al marco legal vigente, la presento 

de nuevo ante el pleno para que pueda convertirse en una realidad. 

El diputado Bazán reflexionaba acerca de que la discapacidad es un problema social de carácter nacional que, de 

acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas (ONU), afecta a entre 7 y 12 por ciento de la población –es 

decir, a entre 7 millones 420 mil y 12 millones 720 mil mexicanos–, y sus familias viven las consecuencias y 

afectaciones de una discapacidad. 

A 6 años de presentada la iniciativa podemos decir que, según datos de la ONU, más de 500 millones de personas 

en el mundo tienen algún impedimento físico, mental o sensorial y alrededor de 80 por ciento de ellas viven en los 

países en desarrollo. 

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), en el censo de 2000 las personas con algún tipo de 

discapacidad eran 1 millón 795 mil, lo que representa 1.8 por ciento de la población. Sin embargo, las cifras van en 

aumento, ya que de acuerdo con datos de la Secretaria de Salud y el Programa Nacional de Salud 2000-2006, cada 

año se presentan, entre otras condiciones, 125 mil casos nuevos de discapacidad como consecuencia de fracturas 

graves, 67 mil por malformaciones congénitas, 43 mil por secuelas de enfermedad vascular cerebral, 20 mil por 

secuelas de trauma craneoencefálico, 12 mil por parálisis cerebral infantil y 2 mil 400 de sordera congénita, lo cual 

representa alrededor de 267 mil casos nuevos de discapacidad sólo por esas condiciones, así como las 

discapacidades de la comunicación humana incluidas en la enfermedad vascular cerebral, el trauma 

craneoencefálico y la parálisis cerebral infantil. 

De los tipos de discapacidad, los más conocidos son 

• Motriz: Se refiere a la pérdida o limitación de una persona para moverse, caminar, o mantener algunas posturas 

de todo el cuerpo o de una parte. 

• Visual: Incluye la pérdida total de la vista, así como la dificultad para ver con uno o ambos ojos. 

• Mental: Abarca las limitaciones para el aprendizaje de habilidades, alteración de la conciencia y capacidad de 

las personas para conducirse o comportarse en las actividades de la vida diaria, así como en su relación con 

otras. 



• Auditiva: Corresponde a la pérdida o limitación de la capacidad para escuchar. 

• De lenguaje: Limitaciones y problemas para hablar o transmitir un significado entendible. 

Una persona puede tener más de una discapacidad; por ejemplo: los sordomudos tienen una limitación auditiva y 

otra de lenguaje, o quienes sufren de parálisis cerebral presentan problemas motores y de lenguaje. 

Causas de discapacidad 

Los motivos de una discapacidad de las personas pueden ser variados, pero el Inegi los clasifica en cuatro grupos 

de causas principales: nacimiento, enfermedad, accidente y edad avanzada. 

De cada 100 personas discapacitadas 

• 32 la tienen porque sufrieron alguna enfermedad. 

• 23 están afectadas por edad avanzada. 

• 19 la adquirieron por herencia, en el embarazo o al momento de nacer. 

• 18 quedaron con lesión a consecuencia de algún accidente. 

• 8 por otras causas. 

Las estadísticas muestran que en los grupos de edad de 5 a 19 y de 60 a 79 años se incrementa la proporción de 

personas con discapacidad, 15.7 y 27.8 por ciento, respectivamente. Por el contrario, los puntos más bajos se 

presentan en los grupos de edad de 0 a 4, de 20 a 39, así como en el de 80 y más. Es decir, en grupos poblacionales 

que no son económicamente activos, por lo que las cargas económicas las tienen que absorber familiares o el 

gobierno. 

Lo anterior se refleja en la vasta demanda de atención para personas con discapacidad en los servicios médicos. 

Los estudios realizados desde hace tiempo en el Hospital Infantil de México y luego en otros nosocomios 

evidenciaron que hasta 33 por ciento de los pacientes hospitalizados y 25 por ciento de los niños atendidos en la 

consulta externa sufrían de diversas condiciones de discapacidad. 

Además, de la atención que proporcionan los Institutos Mexicano del Seguro Social (IMSS), y de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) a los derechohabientes con alguna discapacidad, el 

Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) y el Centro Nacional de Rehabilitación (CNR) se colocan 

como las instituciones públicas que atienden la mayoría de casos de discapacidad en el país. 

La institución que más discapacitados atiende es el IMSS, donde reciben servicios de salud 33 de cada 100. 

El DIF, a través de los sistemas estatales y los municipales, atiende al año a un promedio de 200 mil personas con 

discapacidad, de las que un promedio mínimo de 10 mil al año requieren una prótesis, una órtesis o ayuda técnica o 

funcional. 

El CNR, inaugurado en 1999, fue diseñado para proporcionar atención médica de excelencia y calidad a la 

población con enfermedades y secuelas discapacitantes del sistema neuro-músculo-esquelético, de la audición, voz, 

lenguaje, con lesiones deportivas y otras. 

El propio CNR ha tenido una transformación, que lo llevó a convertirse en el Instituto Nacional de Rehabilitación 

(INR), teniendo más presupuesto y brindando más servicios médicos para los habitantes de todo el país. Ha tenido 

que hacer grandes esfuerzos para atender una de las demandas más complejas entre la población con discapacidad: 



proporcionar a la población la oportunidad de obtener una prótesis, una órtesis o ayuda técnica o funcional, debido 

en primer lugar a su alto costo en el mercado regular. 

Actualmente, para tener acceso a una prótesis mediante el gobierno sólo existe el Fideprótesis, un fideicomiso 

irrevocable de inversión y administración para el manejo del fondo destinado al financiamiento para la adquisición 

de prótesis, órtesis y aparatos ortopédicos para pensionados y jubilados. 

El fideicomiso se constituyó en Nacional Financiera el 25 de agosto de 1993, con un patrimonio inicial aportado 

por el IMSS e ISSSTE, que intervienen como fideicomitentes, la Secretaría de Desarrollo Social, Lotería Nacional 

y Nacional Financiera; esta última es la fiduciaria y se encarga de administrar, custodiar, invertir y reinvertir el 

patrimonio del fideicomiso en la forma y los términos que le indique el comité técnico. 

Los fines de su creación son constituir un fondo de inversión que permita crear mecanismos de financiamiento 

asequibles para pensionados y jubilados para la adquisición de prótesis y aparatos ortopédicos. Sin embargo, su 

beneficio es limitado, toda vez que asiste únicamente a personas jubiladas y pensionadas. 

Por ello, y a fin de fortalecer las acciones de la Secretaría de Salud y en particular del DIF y del INR, se propone la 

modificación del artículo 177 de la Ley General de Salud, con el objetivo de crear el banco nacional de prótesis, 

órtesis y ayudas técnicas o funcionales, que permitan al sistema nacional de salud construir un pilar muy 

importante de apoyo y respaldo de las instituciones responsables, de los estados, los municipios, y de forma directa 

y expedita una mejor atención a las necesidades de la población con discapacidad. 

El banco nacional de prótesis podría recibir recursos públicos federales, estatales, privados y de las dependencias 

de asistencia privada a través de fideicomisos y figuras jurídicas que permitan a las empresas otorgar donativos 

deducibles de impuestos para financiar el objetivo social del banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas técnicas. 

Ello permitiría que las personas que necesitan una ayuda técnica obtenerla más rápido y, de ser necesario por su 

condición económica, de manera gratuita. 

Con la creación de este organismo se pretende construir la posibilidad de unir esfuerzos institucionales para abatir 

una de las problemáticas a que se enfrentan miles de personas con discapacidad en el país, tanto por la ausencia de 

recursos económicos como por las dificultades técnicas y administrativas para su obtención en cualquier punto de 

la república, ya que con la existencia de un organismo especializado podrán realizarse alianzas estratégicas y 

compras que permitan abaratar los costos de las “ayudas técnicas”, nombre correcto que da a las prótesis la Ley 

General de las Personas con Discapacidad. 

La Ley General de las Personas con Discapacidad, en el artículo 6, fracciones III y IV, establece que son 
facultades del Ejecutivo federal en materia de esta ley 

III. Proponer en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación las partidas correspondientes para la 
aplicación y ejecución de los programas federales dirigidos a las personas con discapacidad; 

IV. Establecer las políticas y acciones necesarias para dar cumplimiento a los programas federales en materia de 

personas con discapacidad, así como las que garanticen la equidad e igualdad de oportunidades para las personas 

con discapacidad en el ejercicio de sus derechos. 

Por lo anterior, el Ejecutivo federal cuenta con las facultades necesarias para reglamentar este nuevo organismo 

público. 

Una persona con discapacidad tiene que acudir al IMSS o al ISSSTE, en caso de ser asegurada, jubilada o 

pensionada, y al DIF o el INR si no cuenta con protección de seguridad social. En muchos casos, de la solicitud a 

la entrega de una prótesis, órtesis o ayuda técnica o funcional pueden transcurrir meses o incluso años. 



En las leyes estatales para personas con discapacidad promulgadas de 1991 a la fecha hay la disposición para que 

los gobiernos estatales emprendan acciones en la materia, lo que significaría un avance legislativo muy importante, 

pues se cuenta con certeza jurídica para realizar los convenios interinstitucionales necesarios para un eficaz 

funcionamiento. 

La Ley General para las Personas con Discapacidad, publicada en 2005, establece en el artículo 7o., fracción IV, la 

obligación de que los estados a través de los mecanismos institucionales que consideren pertinentes construyan 

bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y medicinas de uso restringido; sin embargo, a la fecha, esa ley es letra 

muerta. Los esfuerzos gubernamentales han sido muy pocos. Se necesita dar un impulso federal, donde participen 

los estados, aportando recursos, la iniciativa privada realizando donaciones y los organismos internacionales en 

materia de salud, pues se propone además que el banco nacional pueda integrarse con recursos públicos a través de 

la Secretaría de Salud y que cuente con facultades para recibir donaciones nacionales o del extranjero de personas 

físicas y morales para su constitución y funcionamiento. 

Es necesaria una reglamentación secundaria para que el banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas técnicas 

cuente con un consejo, por las mismas personas a que se refiere el artículo 31 de la Ley General de las Personas 

con Discapacidad. Entre las facultades que ésta confiere al consejo se derivan intrínsecamente las necesarias para 

participar en el banco nacional de prótesis, sin necesidad de reformar la LGPD. 

Por lo expuesto, se propone a esta soberanía la aprobación de la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se reforma el artículo 177 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 177. La Secretaría de Salud, a través del organismo a que alude el artículo 172 de esta ley, y los gobiernos 

de las entidades federativas, coordinadamente y en sus respectivos ámbitos de competencia, promoverán el 

establecimiento de centros y servicios de rehabilitación somática, psicológica, social y ocupacional para las 

personas que sufran cualquier tipo de invalidez, así como el banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas 
funcionales, que facilite su disponibilidad y adaptación . 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. El banco nacional de prótesis, órtesis y ayudas funcionales se integrará con recursos económicos, 

técnicos, materiales y humanos que para su constitución le proporcionen la Secretaría de Salud federal y las 

estatales, así como por las donaciones nacionales y del extranjero que podrá recibir de forma directa de personas 

físicas o morales. 

Tercero. Las autoridades de la administración pública federal, en su respectivo ámbito de competencia, contarán 

con un plazo de noventa días a partir de la vigencia del presente decreto para modificar las disposiciones 

reglamentarias, a fin de lograr su cabal cumplimiento, considerando la naturaleza jurídica del banco nacional de 

prótesis, órtesis y ayudas funcionales, para que pueda otorgar recibos deducibles de impuestos a empresas privadas 

que hagan donaciones. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de diciembre de 2010. 

Diputado Malco Ramírez Martínez (rúbrica) 

 


